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CONCEPTO DEL CONTRATO.

No contiene el C ci una definición del contrato, limitándose a señalar en el Art. 1254 que este existe desde que una o varias personas consienten en obligarse respecto de otra u otras a dar alguna cosa o prestar algún servicio.

      Con ello identifica al contrato con las relaciones jurídicas de carácter patrimonial, permitiéndose separar el mismo del concepto mas amplio de "convención" en la que el acuerdo de voluntades versa sobre cualesquiera consecuencias jurídicas con independencia de que tengan o no efectos económicos.

SISTEMAS DE CONTRATACIÓN.

. define y tipos.

      Esquemáticamente podemos calificarlos como los criterios que cada legislación usa para determinar la base fundamental a que ha de ajustarse la formación de los contratos.

      Cronológicamente el derecho primitivo prerromano fundamento la fuerza contractual en un deber religioso: el deber de cumplimiento deriva de un compromiso con los dioses. Y en Roma la promesa de deuda solo tenía validez si a ella se añadía: a) o una forma especial, o b) una prestación (como ocurría en los contratos reales) o c) un reconocimiento del derecho: emptio, locatio, sociedad etc. Los demás contratos constituían una "nuda pacta" teniendo solo la fuerza de una obligación natural.

      El sistema germánico, de carácter formalista, generaliza el documento con fuerza constitutiva, influyendo en el derecho patrio, y llegando a convertirse en un sistema espiritualista durante la edad media, en que la obligatoriedad del contrato deriva de un simple acuerdo de voluntades.
      Hoy podemos encontrarnos pues con sistemas formalistas, espiritualistas y eclécticos según la forma del contrato aparezca o no como elemento determinante de su validez.

      En nuestro derecho nos encontramos con que la norma general acepta que basta el consentimiento de las partes para formar el contrato, si bien como norma especial, algunos de ellos exigen una prestación (son los contratos reales), otros una forma escrita (las sociedades anónimas) y en otros finalmente la forma escrita actúa como medio de prueba, aunque se llegar a ser constitutiva.
EL PRINCIPIO DE AUTONOMÍA DE LA VOLUNTAD.

------------------------------------------------------

. Art. 1.255.

. voluntad de remisión a la ley.

------------------------------------------------------

. Art. 1.255.

"Los contratantes pueden establecer los pactos cláusulas y condiciones que tengan por conveniente siempre que no sean contrarios a las leyes a la moral ni al orden publico.".

Dos problemas queremos tratar respecto al principio de autonomía;

. dicotomía entre la voluntad y lo declarado.

       Han aparecido en la doctrina multitud de teorías para intentar solucionar este conflicto; así;

       1) teorías voluntaristas. hacen prevalecer la voluntad real o efectiva frente a la voluntad declarada, fueron formuladas por Savigny.

       2) Teoría Declaracionista. Defendida por Bahr, Kohler y Thon para quienes quien crea una apariencia con su declaración de voluntad, responde de esta apariencia externa de su voluntad como si realmente la hubiera querido.

       3) teorías intermedias defendidas por Betti para quien es valida la manifestación de la voluntad, aunque no sea idéntica a la voluntad interna, salvo si quien la recibe conoce o tiene que conocer la inexactitud de la declaración.

       4) Teoría de la Responsabilidad. Enunciada por Windscheid quien sostiene que en aquellos casos en que exista una divergencia entre declaración y voluntad causada por dolo o culpa del declarante, este deberá responder de lo efectivamente declarado como si verdaderamente lo hubiera también querido.

. voluntad de remisión a la ley.

    Son numerosos los supuestos en que contractualmente las partes se remiten a la ley en forma genérica planteándose entonces el problema de si tal remisión hay que entenderla referida a la ley vigente en el momento de perfeccionarse el contrato o a la vigente en el momento en que este deba de surtir sus efectos.

       La DGRN se ha planteado el problema en el ámbito mercantil referido a una Escritura de Constitución Social en cuyos Estatutos y para el caso de disolución se preveía que el acuerdo fuera tomado por la Junta general "con los requisitos del articulo 58 de la Ley", refiriéndose a la antigua Ley de Sociedades Anónimas de 1951. En la nueva legislación no se prevé en cambio que los quorums especiales deban de concurrir para la disolución social y el acuerdo de la Junta en tal sentido se tomo concurriendo solo el 50 % del capital social, o sea sin los requisitos previstos en el antiguo Art. 58. La DGRN permitió la inscripción de la escritura al sentar que la remisión genérica a la normativa legal hay que entenderla realizada a la vigente en cada momento.
Y SUS LIMITACIONES.

------------------------------------------------------

. imperatividad de las normas y TS.

------------------------------------------------------

. imperatividad de las normas y Ts.

    Si bien el contrato pertenece de modo dominante a la esfera del derecho voluntario, el Estado, a través de normas de carácter imperativo, fija, cada día con mayor intensidad las condiciones generales a las que estos deben de ajustarse, baste citar a titulo de ejemplo;

* La prohibición de obligar que el Estatuto de los Trabajadores atribuye a cualquier pacto que infrinja o limite los derechos que en el mismo se establecen en beneficio del trabajador.


* La prohibición de que las normas contenidas en la Ley de Arrendamientos rústicos puedan ser modificadas por pacto en contrario de los contratantes.


* La prohibición de que los derechos atribuidos a los arrendatarios o subarrendatarios de viviendas puedan renunciarse, declarándose nula y sin valor ni efecto cualquier estipulación en contra.
    El TS en sentencia de 2 de Abril de 1946 reconoció la existencia de limitaciones legales a los contratos, diciendo que;

"...el principio de autonomía de la voluntad preside la contratación en el C ci, pero no de un modo absoluto.... y si desde el Código civil se pasa revista a la legislación posterior pronto se advierte que la evolución jurídica camina decididamente hacia una infiltración cada vez mayor de elementos éticos y sociales, de tono imperativo, que de modo general y absoluto disciplinan las relaciones de derecho privado.".
    Y en sentencia de 3 de Enero de 1952 calificó como pacto inmoral a aquel que sin régimen de reciprocidad o equivalencia de las prestaciones, carga sobre el deudor la obligación de pagar los gastos de todo proceso dimanante de un contrato.
REFERENCIA A LA PROTECCIÓN DEL CONSUMIDOR Y USUARIO.
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. legislación.

      La protección al consumidor y usuario viene recogida entre otras muchas normas, referidas a materias especificas o dictadas por las Comunidades autónomas, en las siguientes:


a) La Ley 26/1984 de 19 de Julio "General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.".


b) La Directiva 84/450 de la Comunidad Económica Europea sobre publicidad Engañosa.


c) La Directiva de 25 de Julio de 1985 sobre responsabilidad de los fabricantes.


d) La Ley 26/1991 de 21 de Noviembre sobre contratos celebrados fuera de establecimientos mercantiles.


e) La Directiva de la CEE 93/13 de 5 de Abril de 1993 sobre ineficacia de las cláusulas abusivas plasmadas en los contratos celebrados con los consumidores.
    f) La Ley de 6 de Julio de 1994 de responsabilidad civil por productos defectuosos.


g) La Ley de Ordenación del comercio minorista de 15 de Enero de 1996.

. define consumidor.

      La primera de estas normas, define al consumidor o usuario como "las personas físicas o jurídicas, que adquieren, utilizan o disfrutan como destinatarios finales, bienes muebles o inmuebles, productos, servicios, actividades o funciones, cualquiera que sea la naturaleza publica o privada, individual o colectiva de quienes los producen, facilitan, suministran o expiden.".

      Por el contrario les niega tal condiciones a; "quienes sin constituirse en destinatarios finales, adquieran, almacenen, utilicen o consuman bienes o servicios, con el fin de integrarlos en los procesos de producción, transformación, comercialización o prestación a terceros.".

. protección frente a cláusulas generales que atenten a los principios de buena fe y justo equilibrio.

      El principal medio para la protección del consumidor, radica en declarar la nulidad de aquellas cláusulas generales  que atenten a los principios de buena fe y justo equilibrio.
     * El concepto de cláusula general lo da el Art. 10-2§ diciendo;


"A los efectos de esta Ley, se entiende por cláusulas condiciones o estipulaciones de carácter general, el conjunto de las redactadas previa y unilateralmente por una Empresa o grupo de Empresas para aplicarlas a todos los contratos que aquella o éste celebran y cuya aplicación no puede evitar el consumidor o usuario, siempre que quiera obtener el bien o servicio de que se trate.

Las dudas en la interpretación se resolverán en contra de quien las haya redactado, prevaleciendo las cláusulas particulares sobre las condiciones generales, siempre que aquéllas sean más beneficiosas que éstas.".

      Esta definición implica que se consideren tal, aun las cláusulas que se ha pactado aplicar a un determinado número de contratos o para un lapso temporal predeterminado.

      Para evitar las discusiones sobre el número mínimo de contratos a los cuales se piensa aplicar las condiciones redactadas previamente, debe partirse de que el predisponente tiene intención de aplicarlas y por tanto la primera aplicación que de ellas haga ya supondrá el pleno sometimiento a las normas especiales que para este tipo de cláusulas se contengan en el ordenamiento jurídico.

    Sin embargo la definición contenida en el Art. 10 es mas restrictiva que la dada por el punto tercero de la Directiva 93/13, conforme a la cual basta que el consumidor "no haya podido influir sobre su contenido" y tiene declarado el TS en su sentencia de 20 de Noviembre de 1996 que este conflicto debe de resolverse en favor de la legislación española;

"No es suficiente, pues, que el consumidor o usuario no haya podido influir sobre el contenido de la cláusula, se le exige que no haya podido eludir su aplicación, en otras palabras, no una actitud meramente pasiva. La LGDCU se muestra así más restrictiva, no basta que existan cláusulas preredactadas unilateralmente....".
. Art. 12, casos de prevalimiento.

      * Los supuestos en que estas cláusulas atentan a los principios de "buena fe y justo equilibrio entre las contraprestaciones", se enumeran con carácter abierto, en el mismo articulo, donde se detallan 12 de dichos casos, de entre los cuales haremos aquí referencia tan solo a los siguientes:


1) La omisión en casos de pago diferido en contratos de compraventa de la cantidad aplazada y tipo de interés anual sobre los saldos pendientes de amortización.


2) Las cláusulas que otorguen a una de las partes la facultad de resolver discrecionalmente el contrato, excepto, en su caso, las reconocidas al comprador en las modalidades de venta por correo, a domicilio y por muestrario.


3) Las condiciones abusivas de crédito (véase el epígrafe relativo a los prestamos usurarios).


4) Las limitaciones absolutas de responsabilidad.


5) En la primera venta de viviendas, la estipulación de que el comprador ha de cargar con los gastos derivados de la preparación de la titulación, que por su naturaleza correspondan al vendedor (obra nueva, propiedad horizontal, hipotecas para financiar su construcción o su división y cancelación).

      Esta misma imposibilidad de repercutir los gastos de la Obra Nueva y división en Propiedad Horizontal de un edificio, sobre los adquirentes de las viviendas que lo integran, la recoge también el Real Decreto 515/1989.


6) La obligada adquisición de bienes o mercancías complementarias o accesorios no solicitados. (v‚ase la referencia que a este respecto realizado en el epígrafe correspondiente a la multipropiedad).

. la ocultación como indicio de abusividad.

      Las limitaciones que en la redacción material de Escrituras Publicas impone el Reglamento Notarial exigiendo la igualdad de tamaño de los caracteres tipográficos o la prohibición de un excesivo número de líneas por hoja, tiene su contrapunto en la llamada "letra pequeña" de los contratos de adhesión, de mas que dificultosa lectura e incompatible en la mayoría de los casos, por su desmesurada extensión, con la agilidad de un trafico mercantil en el que su detenida lectura resulta inverosímil.

      Esto nos lleva a preguntarnos si el hecho de que una cláusula general este redactada en letra minúscula, u oculta entre párrafos impresos en distinto tamaño, puede ser indicio de fraudulencia, puede constituir un intento de la parte prevalente de impedir su conocimiento por el consumidor que se limita a firmar el contrato sin leer sino aquellos que mas destaca en el mismo.
      De todo ello se ocupa la interesante sentencia del TS 18 de Diciembre de 1995 (A. 9204)  la cual atiende, para declarar que una cláusula de sumisión a los tribunales no es nula al hecho de que;
"figura en letra impresa con los mismos caracteres y tipo que las demás del conjunto estipulado, al final del ejemplar escrito del contrato e inmediatamente antes del lugar reservado paras las firmas y subscripción del documento, lo que favorece sin duda, la lectura previa.".
Y añade:

"No es un efecto automático de los contratos de adhesión que se considere nula la cláusula de sumisión expresa. Por el contrario, si no hay elementos que permitan descubrir una intencionalidad encubierta de que la cláusula pase desapercibida para el usuario o consumidor o se advierta o se aprecie desequilibrio contractual o desigualdad de condiciones entre las partes, debe estarse al criterio de prevalencia del fuero pactado como principal frente a los legales subsidiarios.".
. especial referencia a las cláusulas de sumisión.

    Sin embargo la Sentencia de 12 de Julio de 1996 (A. 5580), amparándose en la Directiva 93/13 de 5 de Abril de 1993, cambia totalmente de criterio respecto al que hasta entonces imperaba con respecto a las cláusulas de sumisión y, declara;
"...que la cláusula de sumisión expresa que figura en el contrato básico de adhesión, ciertamente que es abusiva, pues origina un desequilibrio para los usuarios de los servicios de mantenimiento de los ascensores, distribuidos por toda España, obligándoles a defenderse y litigar en Madrid, con la consiguiente dificultad en cuanto a su representación procesal, proposición y práctica de prueba, desplazamientos, etc.; y un correlativo beneficio para la entidad ahora demandante, que no obstante tener negocios en numerosas poblaciones, cómodamente centraliza sus reclamaciones judiciales en la Capital de España,...".
    Este criterio lo ratificaron en su integridad las sentencias  de 14 de Septiembre de 1996 (A.6715) y de 14 de Noviembre del mismo año (A. 8238).

. Ley de 6 de Julio de 1994.

    Los arts 26 27 a) de la Ley de 6 de Julio de 1994 establecen la regla general de la responsabilidad del fabricante, importador, vendedor o suministrador por los daños ocasionados por sus productos a los consumidores o usuarios, si bien esta responsabilidad no puede en principio exigirse a todos y cada uno de ellos, salvo, dice la Sentencia del TS de 4 de Octubre de 1996 (A 7034) que se aporte un principio de prueba que demuestre la concurrencia concreta de todos los presuntos demandados en la realización del evento dañoso. Todo ello sin perjuicio de que el responsable legal que paga, tenga el derecho de repetir contra los demás responsables, según su participación en la causación del daño (Art. 27.2. de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios).
    Esta misma sentencia sienta, reiterando el criterio ya sentado por la de 23 de Junio de 1993, que:

"...ni a la víctima le corresponde la prueba de que el fabricante no ha cumplido con las precauciones y medidas apropiadas en su proceso productivo, ni este puede liberarse de su responsabilidad probándolo, ni, por último, a la víctima le corresponde probar que ha obrado con toda corrección en el uso, sino al fabricante la prueba de que fue incorrecto, para liberarse de su obligación de responder.".
. legitimación de las asociaciones de consumidores.

    Las asociaciones de consumidores tiene capacidad para ejercitar acciones en defensa no solo de sus asociados sino de terceras personas no agrupadas en ellas. Esta revolucionaria tesis ha sido la acogida por la sala de lo Penal del TS en la conocida sentencia de 26 de Septiembre de 1997 (de la "colza") en la que acordó el pago de indemnizaciones a perjudicados por una actividad administrativa que no se habían personado en el proceso, entendiendo que la acción ejercitada por la Organización de consumidores y Usuarios bastaba para ello.

    Para sostener esta tesis, el TS distingue separa la acción que ejercitan las organizaciones de consumidores y que viene basada directamente en el Art. 51 de la Constitución de la acción popular, basada en el Art. 125 del mismo texto legal. 

    En cuanto a la acción popular la limita  a los supuestos en que se insta el "ius punendi" pero no las consecuencias civiles del mismo, (TS 2 de Diciembre de 1991, A 8904, 8 de Abril de 1994, A 2733) y 29 de Enero de 1996, A 736), si bien reconoce que puede ejercitarla quien no sea directamente ofendido por el delito denuncia.

    En cuanto a la acción basada en el Art. 15 de la Constitución y ejercitada por las Asociaciones de consumidores la limita a los supuestos en que se ejercite en defensa de unos intereses "que por muy difusos que sean entran dentro del objeto social de la entidad recurrente" y la extiende a las consecuencias civiles de los hechos.
CONTRATOS NORMATIVOS

      Son aquellos que tiene como función, no el disciplinar directamente relaciones concretas entre los contratantes, sino fijar una uniforme reglamentación, general y abstracto, para que se acomoden a ella quienes en el futuro quieran contratar.

      Se trata no de contratar efectivamente ni de asumir la obligación de hacerlo en un futuro, sino de regular el modo en que se hará, caso de que en un determinado momento quiera llegar a contratarse.
      Los contratos normativos son considerados por algunos autores como contratos preparatorios. Otros les niegan su naturaleza contractual al no ser idóneos por si solos para producir relaciones jurídicas.

      Son subespecies de los contratos normativos:

      1) El contrato colectivo, que es aquel en que las condiciones del contrato se establecen por un grupo de personas ligadas por un mismo inter‚s económico de tal suerte que los individuos adscritos al mismos no pueden contratar mas que dentro de los limites fijados por la agrupación.

      Lo mas destacado es su obligatoriedad para todos los componentes aunque no hayan participado en el acuerdo: la decisión de la mayoría liga a la minoría.

      El caso mas importante es el de la convención colectiva de trabajo que en la doctrina alemana recibió el nombre de contrato de tarifa porque en él se fijaba el importe mínimo de los salarios, si bien hoy abarca otras consecuencias de la relación laboral.
      2) Los contratos tipos.

      Que surgen cuando por disposiciones legislativa de carácter imperativo se impone a determinados tipos de contrato un contenido "ex lege" que no puede ser alterado por las partes.
      Se diferencian de los contratos tipos porque aunque también estos el contenido esta regulado por la ley, no lo esta con carácter imperativo y las partes pueden alterarlo, facultad que no tendrán en el contrato tipo. Y la diferencia con los contratos de adhesión radica en que estos están dictados por una de las partes en su provecho y en tanto que los contratos tipos estén dictados por la ley.
      3) Las condiciones generales de contratación, objeto de estudio en epígrafe aparte.
Y DE ADHESIÓN.

      Se denomina as¡ por la doctrina aquellos contratos en que el contenido es obra de una sola de las partes de tal modo que el otro contrayente no presta colaboración alguna a la formación del contenido contractual, casos muy frecuentes de contratos de adhesión son los de seguros, transportes y suministros de agua, gas o electricidad.

      En orden a sus efectos les resulta de aplicación todo lo antes dicho para las condiciones generales de contratación.
LAS CONDICIONES GENERALES DE CONTRATACIÓN.

     La materia de las condiciones generales de contratación, al aplicarse a casos de contratación en masa es mas propia del derecho mercantil que del civil, por ello las escasas referencias existentes en nuestras leyes, las hallamos en normas de aquel carácter, así:

1) El Art. 3 de la Ley de Seguros 50/80 señala que las condiciones generales de este contrato en ningún caso podrán tener carácter lesivo para los asegurados, debiendo redactarse de forma clara y precisa, estando en todo caso sometidas a la vigilancia administrativa de los organismos competentes en el sector de la actividad aseguradora e igualmente se prevé que los aseguradores estar n obligados a modificar en el modelaje utilizado para sus contratos todas las cláusulas que hayan sido declaradas nulas por el Tribunal Supremo.

2) Hay también referencias a la materia en algunas leyes autonómicas como la Ley 10/1981 de 18 de Noviembre del País Vasco  o de la misma comunidad autónoma la Ley de 19 de mayo de 1983 sobre Ordenación de la Actividad Económica o la legislación catalana de 18 de Febrero de 1983, o la Valenciana de 29 de Diciembre de 1986.

3) En Derecho comunitario la Resolución adoptada por el Comité de Ministros del Consejo de Europa el 16 de Noviembre de 1976 sobre "cláusulas abusivas en los contratos celebrados por los consumidores y métodos de control adecuados" . recomienda la formulación de una directiva sobre la materia objeto de estudio.

     Veamos ahora algunos problemas que plantean estas condiciones generales de contratación:

     A) En cuanto a sus efectos el único que prevé el Código Civil es el relativo a su interpretación, Art. 1288, sin embargo la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, es mas explicita: cuando infrinjan el principio de Buena Fe 9 (y se enumeran en la Ley 11 casos en que ocurre tal cosas; así las condiciones abusivas de crédito, la inversión de la carga de prueba en perjuicio del consumidor , o las cláusulas abusivas )  serán nulas de pleno derecho y se tendrán por no puestas.
     Para infringir el principio de buena fe a que se refiere este precepto no es necesario que el redactor o quien las usa actúe con Mala Fe, la existencia de esta podrá tener su repercusión en la indemnización de los daños y perjuicios pero si inexistencia no permite eludir los efectos legales previstos, no hay pues necesidad alguna de que el redactor o quien las utiliza tenga conciencia de que son inequitativas para el consumidor o que redundan en perjuicio de este.

     No obstante cuando las cláusulas subsistentes determinen una situación no equitativa de las posiciones de las partes en la relación contractual, ser  ineficaz el contrato mismo.

     B) En cuanto a su redacción, serán condiciones Generales de contratación no solo las redactadas por una de las partes contratantes o agrupaciones en que se integre, sino en general cualesquiera cláusulas que se reiteren en negocios múltiples, aunque su redacción física no se haya producido por las partes contratantes sino por un tercero.

     Así parece pronunciarse la Sentencia del TS de 4 de Mayo de 1961 que aplica el principio del Art. 1288 del código civil aunque la oscuridad de las cláusulas contractuales se deba a  personas distintas de las que contrataron.
     En sentido contrario se pronuncia V. Sánchez Calero "Instituciones" p g. 57, para quien si el contratante utiliza condiciones generales redactas por otro empresario o por otro grupo de empresas el régimen previsto para ellas no llegaría aplicarse.

     C) Como opina Justino Duque (La protección de los Derechos Económicos y sociales en la Ley General para la Defensa de los Consumidores. Revista de Estudios sobre Consumo. Nº 3. Diciembre de 1984); no se puede "imponer a los contratantes la vigencia de unas condiciones generales de la contratación cuando han sido aprobadas corporativamente por el órgano competente de una agrupación y sin embargo el miembro de la misma a pesar de su obligación social, no las ha utilizado en algún caso contrato realizado por terceros. La posible sanción disciplinaria ser  una cuestión entre asociación empresarial y el miembro de la misma que haya incumplido sus obligaciones sociales, pero no podrá trascender a las relaciones con terceros contratantes- imponiéndoles la nulidad del contrato o la vigencia de las condiciones generales no empleadas".
     D) La utilización de consejeros legales en la formulación de las condiciones Generales o la utilización de formularios notariales no excluye la calificación de condición general de contratación (postura esta que aun aceptada, ha sido muy discutida especialmente entre los autores alemanes) ni evita la aplicación de los efectos que de tal calificación se derivan
CONTRATACION ELECTRONICA.
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